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INVITADOS: Por la Asociación de Trabajadores de Enseñanza Secundaria (ATES), señores Ismael Mier, 
Presidente; María Elisa Risso, Secretaria; María Edna Viera, Alba Simone y Graciela 
Maneiro, Vocales; y doctora Susana Falca, asesora letrada. 


Por la Asociación de Profesores de Enseñanza Secundaria (APESU), profesores Gualberto 
Arbiza, Presidente; Celia Gagliardi, Secretaria; Fanny Zendrón, Vicepresidenta; Ramón 
Appratto, Prosecretario, y Julio Fungi, profesor de UTU. 


Por la Federación Nacional de Profesores de Educación Secundaria (FENAPES), profesores 
Carlos Barceló y Carlos Hipogrosso. 


Por la Asociación de Funcionarios de UTU (AFUTU), señores Osvaldo Fernández, 
Presidente; Carlos Segundo y Daniel Carbajal, integrantes de AFUTU; y doctor Pablo 
Chargoñia. 


SEÑORA PRESIDENTA (Argimón).- La Comisión de Educación y Cultura da la bienvenida a una 
delegación de la Asociación de Trabajadores de Enseñanza Secundaria, integrada por su Presidente, el 
señor Ismael Mier, la Secretaria, María Elisa Risso, los vocales María Edna Viera, Alba Simone y 
Graciela Maneiro y la asesora letrada, doctora Susana Falca. 


SEÑOR MIER.- Más allá de que hicimos llegar a los señores legisladores un memorándum con los 
detalles de los temas que venimos a plantear, vamos a resumirlos brevemente. 


El tema de la entrevista es la adjudicación, sin previo llamado ni concurso de tipo alguno por parte del 
Consejo de Educación Secundaria, de 158 puestos de trabajo, auxiliares administrativos y de servicio para 
liceos de dicho Consejo en capital e interior. Este hecho, en nuestra opinión, se produce en un marco que, a 
grandes rasgos, sería el siguiente. Se debe a la necesidad de personal en los liceos en los que se han duplicado 


las tareas administrativas, especialmente en los centros de reformas. A partir del fracaso de la gestión de las 
empresas privadas de limpieza, es necesario reforzar el escalafón de servicio, diezmado, envejecido y 
prácticamente destruido. También se ha producido un colapso de la estructura administrativa y de servicio 
desde el punto de vista funcional. Para nosotros esto es muy importante. 


Desde el año 1993 no hay concursos ni ascensos, a pesar de que el Estatuto se encuentra vigente y establece 
preceptivamente las promociones anuales mediante concurso de méritos o méritos y oposición, según los 
grados. A la fecha, la División Recursos Humanos no ha concluido el trámite correspondiente a las Juntas 
Calificadoras de los años 1996, 1997 y 1998. Con este panorama, un hipotético concurso depende de la 
dudosa capacidad de la mencionada División de confeccionar a toda velocidad las calificaciones anuales 
correspondientes a los años 1999, 2000 y 2001 como mínimo. 


Creemos innecesario señalar las múltiples violaciones a los derechos de los funcionarios por parte de las 
autoridades y su desdén para el mantenimiento de un nivel elemental de profesionalidad en la educación 
pública. Agravando la caótica situación escalafonaria, se conceden compensaciones y horas extra con 
criterios completamente subjetivos e incoherentes. Del mismo modo, las jefaturas administrativas se han 
provisto por el mecanismo de la designación directa, sin realizar siquiera llamados a aspiraciones entre el 
correspondiente rango de funcionarios. 


Resaltamos dos situaciones que resultan sintomáticas de esto que exponemos. En primer lugar, el cargo de 
secretario de liceo no existe a la fecha. Se desempeña tal función, eje de la coordinación y desarrollo de mil y 
un aspectos complejos del día a día de un liceo, en carácter de encargatura de secretaría. En segundo término, 
se perdieron los cargos de Inspectores de servicio, funcionarios de carrera que, desde la Inspección de 
Institutos y Liceos, supervisaban los aspectos administrativos y de servicio de tales establecimientos. Esta 
supresión se nota. Los señores Inspectores, en el mejor de los casos, se han desempeñado como Directores, 
pero no están en situación de conocer a fondo los aspectos administrativos y de servicio de modo de poder 
supervisarlos creativamente, detectando problemas, proponiendo soluciones e innovando para mejorar, 
etcétera. Reivindicamos la reincorporación de tales cargos al escalafón C como reconocimiento de una 
situación de hecho en el cargo de los secretarios y como una necesidad imperiosa del servicio, así como 
culminación de nuestra carrera en el caso de los Inspectores. 


En suma, tenemos desprofesionalización, derechos pisoteados, desmotivación, desigualdades irritantes, es 
decir, el reino de la arbitrariedad. Una muestra de ello es lo que vamos a relatar. En una entrevista de ATES 
con el Consejo, el Director General de Secundaria expresó: "No me interesan los cargos, me interesa que 
alguien cumpla la función" -textual- "Si lo hace Juancito, le pago a Juancito; si lo hace Pedro, le pago a 
Pedro". 


Nosotros preguntamos a los señores legisladores: ¿tiene un jerarca la potestad de desconocer la normativa 
vigente, manejando tales criterios? ¿Es el sector administrativo y de servicio de Educación Secundaria una 
isla respecto, sin ir más lejos, de los cuadros docentes de nuestro organismo en lo relativo a la carrera 
funcional? 


SEÑORA SIMONE.- Voy a plantear la situación específica del personal contratado por las 
Asociaciones de Padres de Alumnos Liceales. Denunciamos enfáticamente la existencia de personas que 
trabajan en liceos de todo el país, pero sobre todo en el interior, donde hemos detectado una cantidad 
de gente contratada por las APAL, que realizan en su gran mayoría tareas de servicio sin aportes 
jubilatorios, sin beneficios sociales, sencillamente "en negro". En algunos casos se trata del único 
personal auxiliar con que cuenta el liceo. Algunas de estas personas trabajan desde hace más de una 
década en estas condiciones y cobraban, al año 2002, $ 700 aproximadamente. En Artigas, 
específicamente, hay diez personas en esa situación. 


Hemos solicitado la inmediata regularización, el pago de aportes de todos estos compañeros y su contratación 
en cuanto fuese posible, así como la gestión institucional frente al BPS y a soluciones de pago por los años 
trabajados. En virtud de la escasa o nula reacción de las autoridades ante tales denuncias, concurrimos por 
este tema a la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de Representantes el 14 de diciembre del 
año pasado. Al anunciarse el llenado de vacantes, solicitamos al Consejo de Secundaria y al CODICEN la 
priorización de estas personas, es decir, todas aquellas que contaran con más de dos años de trabajo bien 


calificado por la Dirección liceal y el examen psicofísico correspondiente. Por lo que hemos podido 
averiguar, este planteo ni siquiera ha sido considerado a la hora de confeccionar las listas en cuestión. 


En entrevista con ATES, el señor Director General, profesor Carbonell, nos expresó que la necesidad del 
servicio está por sobre los derechos de estas personas. Dijo: "Vamos a contratar donde no hay nadie. Donde 
están los de APAL hay alguien, y ese problema es menor. Debemos ser egoístas en bien del servicio". Nuestra 
pregunta es si es así; si no hubiera sido obligación del jerarca ir regularizando estas situaciones para no tener 
que hacer este tipo de opciones. Estas personas trabajan hace años. ¿Nadie, en Secundaria ni en el 
CODICEN, estaba enterado de esto? Estas personas han ingresado pagadas por APAL, con sueldos 
miserables y en situaciones muy particulares, sobre todo en los liceos del interior. 


Han entrado al organismo personas y se destinan fondos para gastos muy cuestionables, como alquileres y 
otras cosas sobre las que los legisladores podrán hacer las investigaciones correspondientes. El 24 de abril de 
2003, el señor Director General se comprometió con la Directiva de ATES diciendo que ya estaba conseguida 
una partida para la regularización de estas personas y que se estaba negociando algún tipo de cobertura de 
salud. A la fecha no se ha concretado nada. 


SEÑORA VIERA.- Con respecto a la cuota mutual, quisiéramos saber el interés que pueda tener la 
Comisión, teniendo en cuenta la propuesta que hay de algunos legisladores con respecto a los 
funcionarios docentes y no docentes. Un sector de la educación, como es Primaria, ya tiene usufructo 
de la cuota en sus dos partes. También nos preocupa que no surja, en el caso de que sea afirmativo, la 
disputa que hubo con respecto a si se concede a los docentes y no a los no docentes, si sobra o si 
alcanza. Consideramos que todos estamos en una comunidad educativa y que es un derecho de real 
importancia que se tenga una cobertura, especialmente en la situación económica que atraviesa el 
funcionario, que en estos momentos no tiene el servicio. Además, el sistema se resiente en muchos 
aspectos, dado que el funcionario tiene inasistencias, no tiene la atención debida porque esas 
inasistencias se justifican pero la enfermedad continúa. 


También nos preocupó la Rendición de Cuentas con artículo único, porque no hay ningún artículo para 
nosotros. Eso también es un tema de preocupación del sindicato. No sabíamos si estaban en conocimiento de 
la situación salarial, y que el aumento del 6% que se nos otorgó es sobre el básico, por lo que no aumenta 
ninguna partida. Y siendo el básico entre $ 600 y $ 800 en toda la carrera, el aumento ha sido entre $ 60 y 

$ 80. 


SEÑORA RISSO.- Como punto final de nuestra exposición, queremos aludir al tema del llenado de 
vacantes o provisión de cargos en el Consejo de Secundaria. Este Consejo ha resuelto llenar 107 cargos 
de auxiliar de servicio y 51 cargos administrativos en liceos de todo el país. Ha resuelto hacerlo sin 
llamado público de ningún tipo. Ha remitido al CODICEN una lista con 158 nombres destinados cada 
uno de ellos a ocupar un puesto, que en cada caso se indica. 


No hemos podido saber de dónde surgen estos 158 nombres ni qué criterios se utilizaron para decidir que 
fueran esos y no otros los propuestos para ingresar al organismo. Sin embargo, hemos tenido acceso a las 
actas de la reunión de la Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda del 29 de julio, donde el 
señor Diputado Posada, a quien habíamos planteado esta inquietud -así como a otros legisladores-, preguntó 
al Consejo de Secundaria y al CODICEN cuáles habían sido los criterios. Leímos la respuesta en la versión 
taquigráfica. Después nuestra asesora, la doctora Falca va a referirse a la fundamentación jurídica de la 
supuesta legitimidad de este mecanismo de hacer una lista con nombres. En lo que se refiere a lo 
argumentado por el Director General, profesor Carbonell, en el sentido de que habían tomado una supuesta 
base de datos que estaría engrosándose desde hace ocho o diez años en el CODICEN y que de allí habrían 
elegido a los más calificados en el caso de los administrativos, y de acuerdo a sus referencias en el caso de 
los potenciales compañeros de servicio, nos parece que no resiste el menor análisis. Si los legisladores así lo 
entienden, podemos explicar un poco más por qué nos parece que eso es hasta un poco risible. 


Estamos desde octubre de 2001 preguntando al Consejo con qué criterios iba a hacer entrar a esta gente, y 
tuvieron que preguntárselo en una Comisión del Poder Legislativo para que considerara que debía contestar. 
Hubiera sido mucho más fácil y constructivo si hubiéramos podido dialogar e intercambiar desde el principio 
sobre estos temas. 


Finalmente, queremos decir que hemos concurrido innumerables veces al CODICEN y al Consejo, porque 
entre estos dos organismos hay una mecánica que familiarmente llamamos "pasarse la pelota". Uno va con un 
problema al Consejo y le dicen que la potestad es del CODICEN y viceversa, como si no hubiera un orden de 
jerarquía de uno respecto del otro y fueran totalmente ajenos a lo que hace cada uno. El CODICEN dijo que 
los criterios con que se seleccionaba personal era problema del Consejo de Secundaria, como si ellos no 
tuvieran nada que decir al respecto. 


Vinimos a hacer estas preguntas concretas a los legisladores, más allá de que quisimos reseñar nuestra 
problemática general, para que vean en qué marco de postergación y desdén estamos, sin que se dé ningún 
tipo de importancia al sector administrativo y de servicio. Cuestiones poco cristalinas, como estos 
nombramientos, agravan la situación. Concretamente, les preguntamos si hay alguna norma que permita al 
Consejo de Secundaria, en una situación como la que vive el país, regalar 158 puestos de trabajo. Con todo 
respeto por las personas que lo han pedido, que no tienen nada que ver en este asunto, esos puestos son del 
Estado uruguayo, de la Administración Nacional de Educación Pública, y no pueden ser otorgados como 
gracia, a este sí y a aquel no. Por eso preguntamos qué posibilidad hay de que tomen algún tipo de interés en 
este tema. 


Para terminar, queremos dejar claro que responsabilizamos tanto al Consejo de Secundaria como al 
CODICEN: al primero por la confección de la lista y al segundo por no asumir su rol de órgano rector en la 
corrección de prácticas que consideramos completamente inapropiadas. 


SEÑORA FALCA.- Ante la fundamentación legal dada por el Consejo en varias oportunidades, 
citando los artículos 1” y 4” de la Ley _N” 16.124 y otras, como abogada asesora del sindicato me vi en la 
obligación de estudiar todo ese cuerpo normativo en el cual el Consejo funda esa potestad que dice 
tener para realizar designaciones directas, sin llamar a concurso. Debo confesar que, realmente, no 
comparto la interpretación realizada por el Consejo, en base a lo siguiente. 


El artículo 1” de la Ley N* 16.124 sienta un principio -lo hizo el legislador-, que es la limitación del ingreso a 
la función pública. También sentó el principio de la redistribución de los funcionarios: cuando un organismo 
requirente necesita un funcionario, lo tiene que pedir al Poder Ejecutivo a través de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil. La ley establece el mecanismo así como las excepciones, dentro de las cuales ANEP no se 
encuentra. ANEP puede designar personas que no sean funcionarios públicos, pero la ley establece en qué 
situaciones. Lo puede hacer si cuenta con financiación de organismos internacionales y en escalafones 
técnicos especializados, que no es el caso. El artículo 38 de la Ley N* 16.170 lo exime de pedir autorización 
al Poder Ejecutivo para la contratación de personas que ya estuvieran trabajando para las comisiones de 
fomento escolares. Por analogía, se interpreta que también está habilitado para realizar este tipo de 
contrataciones a las personas que ya están trabajando para las APAL. El artículo 398 de la Ley N* 16.226 
prevé que ANEP pueda designar personas exclusivamente para los escalafones C y F. Pero en ninguna de 
estas leyes ni en otras posteriores el legislador previó la excepción de llamar a concurso. El artículo 5* de la 
Ley N” 16.124 es claro. Dice que el ingreso a la función pública en los escalafones A, B, C y D, al amparo de 
las excepciones previstas en los artículos 1* y 4? solo podrá realizarse mediante concurso de oposición y 
méritos, o de méritos y prueba de aptitud. De ahí a hoy no hay ninguna ley aprobada en este Parlamento que 
haya eximido al Consejo de Secundaria o a ANEP en general de realizar concurso. 


Esa es la única interpretación que en el contexto que se vive desde 1990 a la fecha, con la restricción del 
ingreso a la función pública, cabe hacer. Podré estar equivocada, pero esa es la interpretación que creo 
corresponde. 


SEÑOR ARREGUL.- Algunas de las inquietudes que pensaba plantear ya fueron evacuadas, más allá 
de que habíamos mantenido una reunión con el sindicato de ATES a título individual. Me preocupa 
mucho el tema, y voy a dar respuesta a lo que planteaban recién, es decir, qué piensan hacer los 
legisladores al respecto. Mi opinión es que la única alternativa que tenemos es convocar en forma 
inmediata al Presidente del CODICEN y al Presidente del Consejo de Secundaria. Sé que hace poco 
tiempo han estado, pero lo amerita la situación que se está generando. Hay una falta de cristalinidad, 
se está afectando la igualdad de oportunidades de todos los que quieren acceder a los cargos y, a la vez, 
se está menoscabando a las personas que hoy están trabajando para las APAL en las condiciones que se 
han mencionado. 


SEÑOR MAHÍA.- A través de las notas que nos envió la delegación del sindicato y de contactos 
personales, teníamos conocimiento de esta situación. Está la lista de nombres, pero aún no ha habido 
designación efectiva. Es decir que, por decirlo de alguna manera, se está a tiempo de actuar sobre la 
temática. ¿Es así? 


¿Cuántas son las personas, en el caso del interior, que, por ejemplo, fueron contratadas por las APAL durante 
un lapso no menor a dos años, tal como se estableció como criterio? 


¿Tienen algún informe jurídico? Si así fuera, sería conveniente que nos lo acercaran. 


SEÑOR MIERES.- Compartimos el planteo del señor Diputado Arregui. Como dijo la propia 
delegación de la Asociación de Trabajadores de Enseñanza Secundaria, el señor Diputado Posada hizo 
este planteo en oportunidad de la discusión de la rendición de cuentas y, por supuesto, nos parece 
fundamental que vengan las autoridades a dar las aclaraciones del caso, sobre todo a la luz del 
fundamento jurídico que se acaba de exponer. Sería bueno que tuviéramos ese elemento. 


SEÑOR TESTONI.- ¿Desde hace cuántos años no se hacen concursos para el llenado de cargos? 
Podría asegurar que la inmensa mayoría de los cargos no se han llenado por concurso por años, años y 
años. 


SEÑORA RISSO.- Nos parece muy positiva la propuesta del señor Diputado Arregui. 


Con respecto a las preguntas del señor Diputado Mahía, debo decir que sí tenemos una fundamentación 
jurídica y podemos dejarla porque hemos traído copia para todos los señores Diputados. 


Además, en cuanto a la cantidad de compañeros que trabajan por APAL que figuren en la lista de 158 
personas, podemos saber quiénes no están, porque nunca logramos que el Consejo nos diera -a pesar de que 
lo pedimos reiteradamente por escrito y verbalmente- una nómina de todas las personas que trabajaban en 
esta situación en todo el país. Lo que sí sabemos es quiénes no están. Por ejemplo, a los departamentos de 
Artigas y Rivera, donde hemos hecho jornadas sindicales en los últimos tiempos, sabemos que no todos los 
funcionarios que trabajan por APAL acudieron, porque sienten temor o consideran que puede ser un elemento 
irritante. Todos sabemos cómo son en el interior del país determinados mecanismos. Entonces, de los que han 
acudido a las jornadas -tenemos sus nombres y sus situaciones-, podemos decir que hay 10 o 12 que no están 
en la lista de propuestos, o sea que de ninguna manera la propuesta del Consejo al CODICEN agota las 
situaciones de la gente contratada por APAL. Es más: algunos de estos que no están, son personas de esas que 
trabajaron hasta hace una década y en las condiciones que dijimos. 


Con respecto al mecanismo en que se ha venido ingresando a Secundaria, podemos decir que ha variado. En 
algunos casos, se ha hecho alguna prueba de suficiencia mínima; en otros, se ha tomado gente en carácter de 
pasantía y después de una determinada cantidad de años se le ha hecho una prueba para contratarla con un 
nivel de exigencia muy alto. Además, hemos conversado este tema con Carbonell, quien nos ha dicho cosas 
tales como: "Y bueno, ¿cuántos de ustedes quizás también entraron a dedo?" Nosotros decimos: la gente 
entra como la autoridad, el Consejo y el Estado le plantea que entre. Si el Consejo no da la oportunidad de 
que la gente se presente a concurso, obviamente, la gente va a entrar como pueda. Pero no es responsabilidad 
del que entra, sino del jerarca que establece el mecanismo. 


SEÑOR MAHÍA.- No di mi respuesta porque no es la oportunidad; en este momento, no tenemos 
potestad de hacerlo. Me refiero al tema de la cuota mutual. Obviamente, es una verdadera 
preocupación tanto personal como general y el criterio que se comparte es que no es exclusivamente 
para el docente sino para el trabajador de la educación. Me acota el señor Diputado Mieres si se tiene 
una idea de cuál sería el costo. 


Creo que se logró un avance importante en el subsistema Primaria que tenemos que tomar como una base de 
acumulación hacia el resto de los subsistemas, Secundaria y UTU. Hay trabajadores que, en muchos casos, 
no son lo suficientemente "pobres" -entre comillas- como para estar en el sistema público ni lo 
suficientemente "ricos" -también entre comillas- como para tener una mutualista. Y hoy, en general, están en 


una situación de desamparo que no fue incluida en la rendición de cuentas y que tiene que ser viabilizada por 
una iniciativa distinta. 


SEÑORA RISSO.- Más allá de que economistas que nos asesoran han hecho los cálculos, no los 
tenemos acá. En una entrevista del 7 de julio, el Secretario General del CODICEN, el doctor Robert 
Silva, nos dijo que el ex señor Ministro de Economía y Finanzas, doctor Atchugarry, le había pedido 
que enviara los padrones de funcionarios de los dos subsistemas -UTU y Secundaria- a los efectos de 
ver la posible instrumentación de las partidas de los que estuvieran en condición de recibir el beneficio; 
por ejemplo, en el caso de los docentes, aquellos que tuvieran unidad docente, etcétera. 


Aunque los señores Diputados tienen la posibilidad -si así lo entienden- de acceder a estas actas de la reunión 
del 29 de julio, quiero señalar dos términos que usa el señor Director General. En cuanto a la confección de 
esa lista de 158, primero, se refiere a los compañeros de las APAL y luego dice: "En segundo término, se 
tomaron las solicitudes planteadas en el registro que tiene el CODICEN. Tenemos un banco de datos con 
todos aquellos que aspiran a trabajar, que se viene formando desde hace unos 8 o 10 años. Allí figuran los 
datos de muchas personas; hay familiares de funcionarios o gente de fuera del sistema. Elegimos a los 
funcionarios administrativos en función de la calidad de sus certificaciones y a los de servicio en base a sus 
referencias [...]". Nos preguntamos: ¿por quiénes estuvieron integrados los tribunales? ¿Hubo veedores? ¿Por 
qué no se hizo esto en forma pública? ¿Por qué no se publicaron las listas de quienes integraban esa base de 
datos y quiénes fueron finalmente elegidos? 


Más allá de que lo que correspondía era otra cosa, ya que se adoptó este mecanismo, ¿qué quiere decir elegir 
a la gente en base a su referencias? Esto evoca algunas cosas, pero no queremos hacer suposiciones sobre las 
expresiones del Director General. Nos parece que estas actas que contienen la respuesta al señor Diputado 
Posada es un material a tener en cuenta. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Les agradecemos que hayan concurrido a nuestra sesión de trabajo y por 
supuesto vamos a estar en contacto después de las decisiones que tomemos a partir de esta reunión. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Trabajadores de Enseñanza Secundaria) 


(Ingresa a Sala la Asociación de Profesores de Enseñanza Secundaria del Uruguay, APESU) 


——La Comisión tiene el agrado de recibir al Presidente de APESU, profesor Gualberto Arbiza, a su 
Vicepresidenta, profesora Fanny Cendrón, a su Prosecretario, profesor Ramón Appratto, a su 
Secretria, la profesora Celia Gagliardi, y al profesor de UTU, Julio Fungi. 


SEÑOR ARBIZA.- Hemos solicitado esta entrevista para exponer nuestra preocupación sobre la 
situación de los profesores interinos de todo el país, tanto de Secundaria como de UTU. 


Debo reconocer que todos nosotros, a lo largo de nuestra formación, tuvimos algún profesor interino. 
Además, es sabido que el reclutamiento de profesores en Secundaria y en UTU se realizó mediante llamado 
público. Antiguamente, se requería el título de egresado del IPA, de maestro, de bachiller o universitario, 
aunque este último ingresaba a Secundaria en su condición de bachiller. A partir de 1977, se comenzó a 
formar docentes en el interior. Esta formación se apoyaba costeando algún pasaje, pero era libre. Luego, se 
dieron intentos regionales de formación de profesores dictados por la Dirección de Formación y 
Perfeccionamiento Docente; también existieron apoyos mediante guías, pero no tuvieron andamiento. 
Sabemos que hoy existen los CERP. 


Debemos reconocer que el reclutamiento de profesores mediante el llamado público fue una solución para 
Secundaria. Estos profesores, a lo largo de los años, han tenido calificaciones; son vocacionales e idóneos y 
fueron evaluados de distintas formas, por la Dirección, por la Inspección y por Juntas Calificadoras. 


A esto hay que agregar las inversiones que el sistema ha hecho en la capacitación de estos docentes, 
inclusive, para la reforma que está vigente. 


Concretamente, existe un capital intelectual para cumplir la función, pero no es reconocido formalmente y 
como Asociación entendemos que es justo reclamar que no sea desplazado. Existe más de un 70% de 
docentes interinos y a pesar de que constituyen el sostén del sistema educativo, están en una situación de 
inestabilidad. Paradójicamente, la Ley N* 14.101 efectivizó a todos los docentes hasta hace poco tiempo, pero 
luego el Tribunal de lo Contencioso Administrativo negó esta condición a los profesores cambiando el 
criterio. Además, existen docentes que por haber dejado vencer plazos legales no pudieron acceder a su 
efectividad; esto se debió simplemente a un acto administrativo. 


Sabemos que existen compañeros que fueron cesados por sus ideales políticos; reingresaron en 1985, pero 
posteriormente fueron desplazados por los egresados de los CERP, por lo cual fueron doblemente destituidos. 


También existen docentes que fueron desplazados en Secundaria por no tener el título de profesor, aunque sí 
tenían el de maestro, habiendo ejercido en Secundaria por más de veinticinco años. Estos docentes 
accedieron a la Dirección de un IFD y hoy son formadores de formadores, es decir, no pueden ejercer en 
Secundaria, pero sí pueden formar a formadores. Por su condición de Directores, se les permite impartir la 
didáctica en todas las especialidades de los cursos de profesores, en los cursos semilibres. Paradójicamente, 
el Director de uno de los CERP no poseía ningún título docente y fue regularizado por la Ley_N* 14.101; es 
decir, existen antecedentes en la materia. 


Sabemos que el CODICEN realiza esfuerzos para la titulación "on line" -esto lo sabe también la Comisión-, 
pero creemos que en el contexto económico actual no están dadas las condiciones de infraestructura; de 
hecho, se realizó un solo llamado y fue para matemáticas. Este año el llamado fue hecho solo para ocho 
especialidades; una de ellas fue portugués, cuya formación no existe en el IPA, pero tampoco está 
funcionando. 


Concretamente, vemos que todos los intentos que se han realizado no resolvieron el problema; prueba de ello 
es la situación incambiada de los docentes. Inclusive, en Montevideo existen profesores interinos. 


Por estas razones, solicitamos a la Comisión que realice un estudio con carácter urgente debido a que no 
existe un amparo legal a los derechos adquiridos por estos docentes, que se están lesionando; esto se ve 
agravado en mayor medida porque no existe un marco jurídico que los contemple. 


El artículo 23 y 23.1 del Capítulo V del Estatuto del Funcionario Docente establece las modalidades de los 
concursos y en su punto a) refiere a concurso de méritos, en el b), a oposición y méritos, y en el c), a 
oposición libre. 


Otros aspectos que perjudican a los docentes interinos se vinculan con la reforma jubilatoria, ya que 
necesitan más años para jubilarse y en muchos casos ven disminuidas sus cargas horarias, lo que para el 
promedio jubilatorio es caótico; ello se traduce en que no se pueden retirar. 


Entonces, solicitamos nuevamente a la Comisión que estudie la situación urgentemente dado que año a año 
esos docentes ven disminuidas sus cargas horarias y quedan desplazados, lo que genera una problemática de 
orden social. Digo esto porque si un docente queda desplazado y es del interior realmente se configura una 
situación muy problemática. 


Esto no va a ocasionar gastos extra en este momento de crisis económica porque son docentes que ya están. 
Se trata de personas que han dedicado años a la docencia y creo que esto va a permitir que tengan un retiro 
acorde al aporte que han hecho a la sociedad, lo cual consideramos de justicia. 


La solicitud concreta que vinimos a realizar hoy es que la Comisión estudie, en lo posible con carácter 
urgente, la situación de los profesores interinos de todo el país. 


SEÑOR FUNGI.- Represento a los docentes de UTU y debo decir que estamos consustanciados con la 
problemática de los compañeros de APESU, la que nos cae encima no en forma brusca porque nuestra 
intención a través del transcurso del tiempo ha sido que el sistema ampare la situación de los docentes 
provisionales. 


El sistema de los concursos no fue una solución porque representó una ínfima parte de lo que se pretendía y 
por supuesto que no existió ninguna otra medida alternativa. 


Cuando se establece la Circular de 2001 por parte del CODICEN, en el régimen de elección de horas se 
prioriza a los egresados del CERP, inclusive con materias previas -es decir, a estudiantes-, y se deja relegados 
al último escalón a los docentes provisionales, quienes con puntaje de 70, 80, 90 y hasta 100 -como ha 
sucedido en algunos casos- quedan desplazados inclusive por personas que han sido sus alumnos, lo que es 
un caso insólito. No existe ningún tipo de protección para el docente, quien después de quince, veinte, 
veinticinco años o más se queda sin horas; tampoco existe un seguro de paro, una compensación, algún cargo 
al servicio de Direcciones y ni siquiera se le dan las gracias. Desde el punto anímico, es una tortura 
psicológica ya que año a año el docente se enfrenta al hecho de no saber si tendrá o no horas. 


Por otra parte, se da que el propio sistema capacita a los docentes, una parte egresados y me animaría a decir 
que la mayor parte interinos, y ni siquiera las Inspecciones saben si al año siguiente pueden contar con ese 
recurso; esto también es insólito. Estamos dilapidando el recurso humano; por un lado, nos jactamos de que 
en el país tenemos la mayor riqueza que es la de su gente y la de sus capacidades y, por otro, estamos 
prácticamente en la nebulosa de saber si se tiene o no trabajo, más allá de lo que esto implica en una familia. 


La mayoría de los docentes que ya pasaron los quince años de actividad, como se establece en el proyecto del 
concurso de méritos -no es ninguna cosa rara sino, precisamente, parte de lo que se establece en forma 
estatutaria, es decir, es una forma de concurso-, ya sobrepasa los cuarenta y cinco o cincuenta años de edad. 
Evidentemente, en esa situación, conseguir trabajo en otro lado, a pesar de que este es un país de desafíos, es 
bastante más difícil. ¿Por qué? Porque ha hecho de la profesión docente una especialización. De esta manera 
nos exponemos a que ese individuo se quede sin su recurso, sin sus horas. 


Como ni los Consejos ni el CODICEN establecieron las normas claras y dejaron un vacío cuando se 
estableció la legislación, pretendemos que sea el Parlamento, a través de la ley, el que contemple la situación 
de injusticia y en forma urgente, porque ya en diciembre de este año se hará la primera elección de horas, y se 
universalizará el Plan 96 extendido a UTU y a Enseñanza Secundaria. Evidentemente, se dará una situación 
por la que habrá compañeros que quedarán fuera del sistema por más antigúedad que tengan. 


Entonces, pretendemos que se analice de la forma más urgente posible una solución legislativa que sea de 
real justicia para que realmente podamos contemplar lo que corresponde, es decir, una situación de injusticia 
mantenida a través del tiempo. 


SEÑOR MIERES.- Desde hace bastante tiempo tenemos conocimiento de este problema; la Comisión 
lo ha tratado. 


Existe un primer proyecto de ley elaborado por el señor Diputado Julio Silveira -quien hoy nos acompaña- y 
un segundo proyecto de ley en la misma dirección, de junio de este año, elaborado por un grupo de 
Diputados. 


Esta Comisión ya ha citado un par de veces al CODICEN por este tema y su primera reacción fue buscar una 
solución administrativa, o sea que en principio nos pidió que no hubiera un instrumento legislativo que 
resolviera el tema, pero dado que será necesario convocarlo nuevamente por otro asunto, me parece que sería 
bueno que incluyéramos también este tema y que, por lo menos, pudiéramos saber cuáles son las medidas 
administrativas concretas a tomar, en virtud de que las que conozco, están muy lejos de responder a un tema 
que es urgente porque todos los años se va procediendo a sustituir docentes interinos -o, por lo menos, horas 
de esos docentes- por los que vienen egresando particularmente con títulos del CERP, en particular para el 
interior del país. Por lo tanto, es claro que este tema se debe resolver este año. 


En definitiva, será necesario convocar al CODICEN para ver cuáles son las medidas concretas a tomar; en 
todo caso, tendremos que evaluar la vía legislativa. 


SEÑOR MAHÍA.- Quisiera hacer algunas consideraciones a título personal, con lo cual no involucro a 
mi fuerza política. 


Sinceramente, comprendo la realidad de todos los docentes interinos de los subsistemas, quienes han venido 
trabajando durante años. Hoy, con la gran cantidad de egresados que hay, ven peligrar sus fuentes laborales. 
Ese es un problema real. El asunto pasa por las soluciones. En lo personal, no comparto la vía legislativa 
como solución del tema; lo quiero decir con absoluta claridad y con la mayor honestidad intelectual posible 
para que se sepa la posición que tengo. 


Creo que desde el punto de vista administrativo hay muchas medidas que se pueden y se deben tomar para 
solucionar este tema, que pasan, entre otras, por los concursos y por la provisión de otros cargos dentro del 
servicio, que hagan a la fuente laboral, como puede ser el caso de las adscripciones o el de ayudante de 
laboratorio, en el caso de Secundaria. Desde hace muchísimos años hay una enorme cantidad de cargos que 
hoy no está provista 


También debería haber más cargos, sobre todo en el área metropolitana, por la relación que hay entre el 
número de alumnos y de adscriptos o de preparadores, o entre el número de grupos y el de preparadores. 


Este es un tema de muy alta sensibilidad, que tiene muchas puntas, una de las cuales es la cantidad de 
docentes a los que les toca vivir esta situación. Otra es la cantidad de gente que está estudiando en los centros 
de formación docente y cómo impactaría en ella y en sus expectativas laborales que, de golpe, mediante una 
ley, hubiera una cantidad de gente efectiva. 


Más allá del camino a tomar, lo importante es tener la voluntad de llegar a la solución del problema. De todas 
maneras, reitero que a título personal la vía legislativa no es la más justa para todas las partes que están 
vinculadas a este tema. 


SEÑOR SILVEIRA.- Agradezco a la Comisión que me permita participar de este intercambio que 
considero interesante. 


Comparto las manifestaciones del señor Diputado Mahía; en alguna forma le asiste razón. No obstante, 
siendo autor de uno de los proyectos que anda por aquí, creo que estamos ante una situación frente a la cual, 
en nuestra condición de legisladores, no podemos permanecer ajenos. Sabemos que hay formas 
administrativas -eso es lo que nos motiva- de solucionar un problema que venimos recogiendo de los 
involucrados desde antes de asumir la condición de legislador. Luego de asumir esta condición hemos 
esperado tres años para que esa solución administrativa se diera, pero no fue así, por lo que el problema se ha 
ido agravando. Precisamente, la situación fue empeorando con el correr del tiempo. 


Creemos profundamente -lo hemos manifestado una y otra vez- en ese elemento que el señor Diputado Mahía 
marcaba. Comparto la necesidad de la formación de nuestros jóvenes, en especial de nuestros docentes, y las 
oportunidades que debemos darles. Lo que sucede es que debemos acompasar esa situación con la realidad 
que vivimos. Actualmente, tenemos una situación laboral compleja, en medio de una circunstancia de país 
difícil en lo que tiene que ver con el tema del empleo, que no podemos dejar de lado. Tenemos una situación 
de hecho que se ha producido, pero no por responsabilidad de los involucrados, que en este caso son los 
profesores que están presentes y otros miles del resto del país. Ellos han sido víctimas -utilizo el término con 
una intención administrativa y no tremendista- de una situación que se ha producido a causa de una decisión 
de la Administración, que tiene que solucionar el problema -a la que el señor Diputado hacía referencia- y 
que no ha tenido en cuenta todos los aspectos del tema. 


Se han generado situaciones nuevas en el ámbito de la enseñanza en cuanto a la producción de docentes, sin 
haber tenido en cuenta la situación que se vivía en ese momento ni lo que esas decisiones que se tomaron 
significaban. En buen romance, se creó el sistema de los CERP y otros que también contribuyen a volcar al 
mercado nuevos docentes titulados y no se tuvo en cuenta que al ofrecer en forma totalmente desconectada 
de la realidad horas y posibilidades para que esos docentes se integraran, eso iba contra la presencia de 
aquellos que estaban hasta ese momento en la docencia. En otras áreas de la enseñanza se forman 
profesionales docentes y tienen su inserción en el sistema paulatinamente, de acuerdo con normas que 
existen. El caso de Educación Primaria es bien conocido, en donde se generan las vacantes y se van llenando 
de acuerdo con el sistema de concursos en forma ordenada. Aquí tenemos una situación real que está acotada 
en el tiempo y en el número. Precisamente, ese hecho de que se estén generando tantos nuevos docentes 
titulados hace que en el futuro este sistema al que ustedes pertenecen y que en su momento dio tan buenos 
resultados, vaya perdiendo vigencia y en un futuro mediano todos los docentes sean titulados. Esta situación 


va a terminar, está acotada en el tiempo, por lo que luego no habrá que aprobar nuevas leyes para integrar a 
docentes no titulados al sistema. 


En definitiva, lo que hemos propuesto, dentro de esas condiciones a las que hacía referencia, es la forma del 
concurso, que es la más justa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Mesa solicita a los señores legisladores que se atengan a los criterios que 
utilizamos en las reuniones de trabajo de estas características, es decir, hacer preguntas y 
puntualizaciones a la delegación, sin realizar pronunciamientos personales sobre la cuestión de fondo, 
a efectos de cumplir con el resto de los invitados. Los debates los haremos sin las delegaciones 
presentes. 


SEÑOR TESTONI.- ¿Cuántos son los docentes interinos que tienen problemas, que han sido 
rechazados por el sistema o que no han sido regularizados? 


SEÑOR ARBIZA.- Existe un 70% de profesores interinos que con el tiempo se van a ir desplazando. 


SEÑOR FUNGI.- En el caso concreto de UTU hay un total de 3.479 docentes interinos y los que 
estarían incluidos dentro de este régimen de concurso de méritos, que son docentes con más de quince 
años, con calificaciones de 70 sobre 100 o superior, serían aproximadamente unos 1.000. O sea que la 
cuantificación del problema queda acotada. 


SEÑOR ARBIZA.- Como Asociación elaboramos un proyecto que al comienzo de esta Administración 
se lo hicimos conocer a Educación Secundaria. Nuestro proyecto no intenta regularizar profesores por 
la vía legislativa, sino de acuerdo con el estatuto del funcionario docente. Lo que pedimos fue un 
concurso. Tenemos tres copias que se las vamos a dejar a la señora Presidenta, que pueden contribuir 
para un posterior estudio. 


SEÑOR APPRATTO.- APESU, desde hace años, viene trabajando por la búsqueda de una solución 
para los profesores interinos, y hasta llegó a estructurar su propio proyecto, que es el que el señor 
Presidente va a dejar en el seno de la Comisión. Con posterioridad aparecieron proyectos de ley para 
solucionar por la vía legal esta situación de los profesores interinos, que ya se ha dado a saber en el 
seno de la Comisión. Creemos que dadas las circunstancias y el tiempo transcurrido, habría que optar 
por la solución legal, análogamente a como se hizo en su momento y en su forma a través de la Ley 
N? 14.106. Vemos con satisfacción que los dos proyectos de ley que están radicados en la Comisión 
tienen mucha identidad, sobre todo en los motivos, aunque no en la forma. Ambos recogen la necesidad 
vinculada a los profesores interinos y a las situaciones que se han relatado, y por diferentes formas 
tratan de buscar una solución al problema. Es importante que exista una comunidad en las ideas que 
motivan la búsqueda de una solución. 


Ha pasado todo el tiempo que, como institución gremial, hemos dado para que el CODICEN o Secundaria 
resolvieran esto, y no lo hicieron. Evidentemente, nos queda la vía de la solución por la ley, porque lo que 
importa sobre todo es el tiempo. Trabajé 32 años en Secundaria, fui profesor efectivo, pero todos los años 
veía que luego de tomar las horas que nos correspondían, algunos interinos quedaban y a otros les rodaba la 
cabeza por el suelo porque quedaban sin horas y se les terminaba la carrera. Eso pasaba tanto con alguien que 
hacía cinco años que estaba en el sistema como con alguien que hacía veinticinco años. Y pregunto a la 
conciencia de los ciudadanos quién en el Uruguay de hoy se reinserta cuando unilateral y vocacionalmente se 
dedicó a algo y tiene más de 45 o 50 años. Si no consiguen trabajo los jóvenes, que tienen mucha más 
plasticidad intelectual y agresividad en cuanto al acometimiento, es evidente que no podemos pensar que 
vamos a dejar a esa gente fuera del sistema y se va a poder reinsertar, porque va a ser casi imposible. 


No estamos hablando de un número pequeño. No lo puedo cuantificar numéricamente, pero sí puedo 
arriesgar la idea de que hay decenas de miles de personas en esta situación. Digo esto porque ANEP es el ente 
autónomo más grande que tiene el país, con 60.000 funcionarios. Tanto en el Parlamento como en el Poder 
Ejecutivo tiemblan las estructuras cuando se habla de un ente autónomo de 4.000 o de 7.000 personas. Aquí 
estamos hablando de 60.000 personas, de las cuales más del 50% son docentes, es decir, unas 30.000 
personas. Si decimos que en Montevideo el 45% de los profesores son egresados y que en el interior el 60% o 


el 70% de los profesores son interinos, estamos hablando de decenas de miles de personas. No estamos 
hablando de muy poca gente que va a ser largada al viento y que se va a quedar sin nada para hacer. Esa 
gente después va a golpear otras puertas, y quizás estas mismas, porque de algún modo va a haber que 
acomodar esa situación. 


También hay que tener en cuenta que estos no son proyectos con color partidario. Como agremiación, no 
pertenecemos a ningún partido político. Estamos buscando una solución general, donde la gente que sea 
beneficiada será de todos los partidos. No es algo preparado para alguien en especial. ¿Cómo ponernos de 
acuerdo? Comparto la idea de que hay que ponerse de acuerdo en una solución. Lo que no me parece práctico 
es que la solución sea administrativa, porque en un ente autónomo pequeño ya es difícil, pero en uno gigante 
es casi imposible, y lo mejor es enemigo de lo bueno. Aquí podemos correr un tremendo riesgo que la 
ciudadanía -no digo los involucrados- no lo perdonaría. Me refiero a que el problema se resuelva porque 
desaparezcan los profesores interinos. Es como aquello de que desaparece la pobreza si matamos a los 
pobres. Si el problema de esas decenas de miles de involucrados se dilata año a año, cada vez van quedando 
menos. Cuando la trinchera quede vacía, evidentemente el problema se habrá terminado porque van a gozar 
de la paz de los sepulcros, pero no de la paz del servicio de amparo que le puede prestar la ciudadanía y sus 
Representantes. 


SEÑOR ARREGUI.- Se especificó que en UTU habría 3.479 profesores que están en esta situación, 
pero que esta solución solamente abarcaría a 1.000. ¿Por qué es ese acotamiento? ¿Cuál es el total de 
funcionarios docentes que tiene UTU? Tenía entendido que el 70% o el 80% eran precarios. 


SEÑOR FUNGI.- De acuerdo con un breve informe desprendido del seno del Consejo de Educación 
Técnico Profesional, se habla de un eventual llamado a concurso que tendría un año de vigencia. Se 
habla también de 3.479 profesores, de los cuales 1.600 estarán en condiciones de concursar por tener 
más de cinco años. A partir de estos números -que son estimativos-, el alcance de este proyecto de ley 
abarcaría a unos 1.000 docentes que tendrían más de quince años de actividad. De ahí la respuesta 
numérica anterior, más allá de que creo que corresponde al Consejo de Educación Técnico Profesional 
establecer las cifras claras y concretas de la plantilla docente. 


SEÑOR SILVEIRA.- Tengo un documento de ANEP donde dice que los docentes titulados para 
educación media -no discrimina- constituyen hoy un débil porcentaje del 30% a nivel nacional y un 
porcentaje aun más débil en el interior del país, con el 19%, cuando en el interior la matrícula alcanza 
el 62%. Es un documento del año 2002. 


SEÑOR ARREGUI.- En UTU la situación es más grave. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos que hayan acudido a nuestra reunión de trabajo. Van a estar 
enterados de las sucesivas acciones que esta Comisión emprenda, porque en realidad es una de 
nuestras prioridades. 


SEÑOR ARBIZA.- Nos resta agradecer a la Comisión por habernos recibido. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Profesores de Enseñanza Secundaria) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Federación Nacional de Profesores de Educación Secundaria) 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Carlos Barcelo, Secretario, y 
al señor Carlos Hipogrosso, miembro Ejecutivo de la Federación Nacional de Profesores de Educación 
Secundaria, FENAPES. 


SEÑOR BARCELÓ.- Les habíamos cursado una nota con cuatro puntos, relativos a concursos, 
cobertura de salud, reforma educativa y situación presupuestal. Les vamos a entregar el proyecto de 
concursos de la Federación y un análisis con datos basados en la última Rendición de Cuentas 
presentada por el CODICEN y lo que serían los costos del pago de la cuota mutual para los 
funcionarios de Secundaria, además de plantear una situación particular de los liceos de Montevideo. 


Sobre el primer tema, referido a los concursos, queremos dejar en claro nuestra posición, porque es de 
público conocimiento la presentación de proyectos de regularización. Para nosotros cualquier tipo de 
regularización es totalmente antiestatutaria, porque estaría violando el estatuto del funcionario docente. A su 
vez, lo vemos como un agravio a la carrera docente y al tema de la profesionalización. Entendemos que hay 
una omisión por parte de las autoridades, que hace diez años no convocan a concurso para profesores no 
titulados, y hace tres años que no convocan a concurso para egresados de los institutos de formación docente. 
Es todo un tema de inestabilidad laboral, pero también entendemos que de la única forma que esa situación 
puede resolverse es concursando. En el caso de los profesores no titulados, el concurso debe ser de oposición 
y méritos, mientras que para los egresados debe ser de méritos solamente. 


Consideramos que concursar significa sentarse a estudiar. Y eso no puede ser un sacrificio para ningún 
docente, porque en ese caso debería replantearse seguir trabajando en la educación. Rechazamos 
contundentemente todos los planteos de regularización. Hemos tenido reuniones con el CODICEN de la 
ANEP y con el Consejo de Educación Secundaria para que habiliten rápidamente un llamado a concursos. En 
ese sentido, la semana pasada obtuvimos la información de cuántos docentes en situación interina hay en 
todo el país, titulados y no titulados. Suponemos que eso facilitaría a las autoridades de ANEP convocar a 
concurso. 


En la propuesta que presentamos, elaborada después de toda una discusión en el año 2002, habría un 
agregado. Muchas veces se pone como objeción para el concurso de los profesores titulados la llamada "Ley 
Traversoni", que establecía que tenía que haber un concurso de no titulados y otro de titulados. Hemos 
hablado con Consejeros del CODICEN y de Secundaria, y para salvar la situación jurídica habría que 
convocar en forma paralela y al mismo tiempo los dos concursos. En base a los datos que se manejan hoy 
sobre cuál es la situación de los interinos a nivel nacional, se podrían establecer determinados criterios para 
que los profesores pudieran efectivizarse. 


Insisto en que nuestro planteo de concursos se basa en el estatuto del funcionario docente. Entendemos que es 
el momento de convocarlos y que los sindicatos de la enseñanza pudiéramos acceder a la elaboración de las 
pautas y de las bases del llamado, por esa situación que se nos plantea en la educación media, a diferencia de 
Primaria, que cuenta con un cuerpo universalmente titulado. En la medida en que se han producido cambios 
en cuanto a las políticas de formación docente, sobre todo en el interior, con la creación y los egresos de 
profesores de los Centros Regionales de Profesores -CERP-, se ha visto toda una modificación del cuerpo 
docente, y se comienzan a postergar situaciones laborales de muchos años. Entonces, habría que dar esa 
oportunidad del concurso para los no titulados, pero contemplando también a aquellos que han hecho la 
carrera docente. 


Lo que nos preocupa es el ritmo lento por parte de las autoridades de ANEP en presentar un proyecto de 
concursos para los profesores de educación media. En un momento se había hablado del obstáculo de la falta 
de datos. Sabemos que desde la semana pasada están, y por lo tanto creemos que hay que acelerar esa 
situación que se enraba no solo con una cuestión laboral sino también con una cuestión profesional de nuestra 
carrera. 


SEÑORA CASTRO.- Hay un tema que me preocupa particularmente. Sabemos que tanto a nivel de 
Secundaria como de UTU se desconoce al inicio del año lectivo la cantidad de horas que se tienen, y 
cuando uno está en términos de plantearse concursos para efectivizar cargos, habla de unidades 
docentes, que tienen referencia a cantidad de horas. Se puede admitir que anualmente haya un plus, y 
que se vayan incorporando. Como dicen las propias autoridades de la educación, hay una matrícula 
creciente y, por lo tanto, debería ser creciente el número de horas, aunque esto no siempre es así. 


Mi pregunta concreta es si la Federación ha accedido a la información que supongo debe de tener el Consejo 
de Educación Secundaria, o si la Federación ha hecho un estimativo de ese "quantum" horario a concursar. 
Parto de la base de que un adecuado régimen de concursos implica no solo las bases sino también la 
transparencia en el conocimiento de la cantidad de horas por asignatura o por nivel y modalidad que se van a 
concursar. 


SEÑOR TESTONLI.- Me llama la atención que no haya pautas o un reglamento para el llenado de 
vacantes por el sistema de concurso, porque concursos deben de haber existido durante mucho tiempo. 


SEÑOR BARCELÓ.- La Federación cuenta con todos los datos oficiales del Consejo de Secundaria en 
cuanto a la carga horaria, asignatura por asignatura y departamento por departamento, desde hace 
una semana. Hasta el momento no contábamos con esos datos. Es una situación particular, en la 
medida en que no elegimos cargos docentes sino horas docentes, y no necesariamente todo el 
profesorado puede tomar las veinte horas. Entonces, eso es difícil de articular porque hay quienes 
toman menos de las 20 unidades docentes o porque también son distintos los topes de las asignaturas 
en función de que están las llamadas asignaturas deficitarias, como el caso del área humanística la que 
sí está topeada en 20 horas y otras asignaturas en que, dada la carencia de formación en el 
profesorado, por ejemplo matemáticas, se va hasta el máximo, que son 48 horas. Por lo tanto, es muy 
difícil manejarnos con cifras absolutamente certeras en el momento de la elección. Pero insisto en que 
recién la semana pasada accedimos a las horas docentes en todo el país, asignatura por asignatura. 


En cuanto a los reglamentos y las pautas a los llamados a concurso se modifican cada vez que hay concurso 
en función del planteo que formulaba la señora Diputada. El llamado a proveer cargos va atado a partidas 
presupuestales. En nuestro caso, habría toda una proyección de si habrá más liceos o más aulas disponibles, 
es decir, creación de más grupos, lo que también incidiría. En función de eso, las pautas se han ido 
modificando. Por eso, pedimos a las autoridades del CODICEN que rápidamente se redacten las bases 
tomando en cuenta los datos que se manejan ahora. 


SEÑOR MAHÍA.- Brevemente porque ya he sentado mi posición sobre este tema. 


En lo personal, partiendo de la base de que la vía administrativa es la correcta para solucionar estos temas, 
quisiera saber si en alguna conversación con las autoridades se ha planteado como impedimento y/o 
dificultad para llevar adelante los concursos el tema de establecer tribunales, cómo hacerlo, los costos, 
etcétera. Deseo saber si ha habido algún tipo de diálogo para intentar buscar una solución sobre este aspecto. 


SEÑOR ARREGUI.- La delegación planteó que desde hace aproximadamente tres años no se realizan 
llamados a concurso para egresados y diez años para no egresados. 


¿Cuánto se estima que es el tiempo mínimo para poner en práctica un concurso? Acá hay distintos aspectos a 
considerar, como la cantidad de cargos a cubrir y también la preparación de base, selección de tribunales, 
tiempos específicos para que cada docente pueda prepararse. 


SEÑOR BARCELÓ.- En cuanto al tema de la integración de los tribunales, la Federación lo ha 
planteado en el ámbito del Consejo de Secundaria y se nos manifestó que había un obstáculo 
presupuestal y también otro en cuanto a la modalidad, lo que se ata con el tiempo. En este caso, 
tendríamos dos categorías de concurso. Lo que planteamos es contemporizar el concurso de egresados 
con el de no egresados para que funcionen los mismos tribunales. Por lo tanto, ahí habría un ahorro en 
la partida presupuestal. Por eso nos parecía mejor que primero se convocara a un concurso para no 
egresados lo que llevaría tiempo en la medida en que está estipulado que tiene que haber pruebas de 
oposición. Y, por lo tanto, deben darse en áreas como conocimiento de la asignatura, corrientes 
pedagógicas y clases prácticas. Pero también suponíamos que a medida que podía ir desarrollándose el 
concurso para no egresados, paralelamente, podía desarrollarse el concurso para egresados que es solo 
de méritos. Entonces, mientras transcurre ese plazo medio en que se desarrolla el concurso para no 
egresados, tendrá lugar el de egresados que es mucho más rápido y está acotado, en la medida en que 
son profesores de las mismas generaciones con una experiencia docente de tres o cuatro años y algo 
más que se pudiera incorporar a la carpeta de méritos. 


SEÑOR MAHÍA.- A eso debemos agregar -lo que lo hace más complejo- la situación de los nuevos 
egresados porque, debido a las distintas currículas del IPA y del CERP, hay distintas formas de 
evaluación y, por ende, distinta escolaridad entre los egresados de uno y otro Centro de Estudios; 
entonces, eso que debe ser muy ágil en cuanto a un concurso de méritos y nada más, a la larga también 
indirectamente, aunque de menor impacto, supone un problema. 


SEÑOR BARCELÓ.- Compartimos el planteo del señor Diputado porque se nos genera una situación 
bastante problemática dado que los CERP tienen planteado el profesorado de lengua materna y 


literatura y estarían habilitados en las dos asignaturas. En la formación de ciencias sociales, el 
estudiante hace una opción por una mención: geografía o historia. Nuestro planteo es que se concurse 
por una sola mención. 


En el caso de literatura y lengua habría todo un problema; inclusive, hay cuestiones jurídicas de cómo 
revalidar los títulos. 


El segundo punto refiere al tema de público conocimiento de que los trabajadores de la educación media, 
tanto docentes como no docentes, no contamos con el pago de la cuota mutual. Si bien públicamente, tanto 
por parte de las autoridades como de distintas tiendas políticas, se entiende como un derecho a lograr, nos 
preocupa porque en cierto momento el CODICEN había planteado la posibilidad de enviar en su mensaje de 
rendición de cuentas la incorporación del pago de la cuota mutual a los docentes de Secundaria, lo cual no se 
efectivizó. También nos preocupa que el tema solo se plantee por anuncios verbales, sin que haya alguna 
disposición escrita. Entonces, nuestro planteo era si la Comisión puede tomar el tema como una 
reivindicación de los trabajadores de Secundaria y de UTU a fin de avanzar y concretar el pago de la cuota 
mutual. 


Este planteo está basado en el análisis del mensaje de rendición de cuentas que presentó el CODICEN para el 
año 2002 en el que figura un ahorro de US$ 19:000.000. Según nuestros datos, la cuota mutual para los 
funcionarios de la educación media sería de US$ 6:000.000 anuales. Por ende, con esa cifra que se ahorró, se 
podría haber pagado la cuota mutual de los años 2003 a 2005. Sabemos que hay una política de ahorro, pero 
podría haberse volcado ese dinero a un beneficio de los profesores y de los no docentes de la educación 
media. 


Entonces, les trasladamos el planteo de que no se corporativiza de ninguna manera el tema de la cuota 
mutual. Creo que hay acuerdo unánime en esto, pero vemos que luego el tema desaparece del escenario y 
nadie asume concretamente el compromiso. El CODICEN se lo pasó el Ministerio de Economía y Finanzas; 
la situación de cómo se venía avanzando en este tema es una hasta ayer de mañana y ahora no sabemos qué 
va a pasar de aquí en más. Por lo tanto, si está dentro de sus posibilidades, solicitamos a la Comisión que 
tome el tema. 


SEÑOR MAHÍA.- Tal como dice el Secretario General de FENAPES, el señor Barceló, los hechos 
indican que hay un nuevo Ministro. Creemos que el tema planteado va a tener que ser abordado en 
breve en la Comisión y esperamos tener la capacidad de acuerdo como para impulsarlo. Trasmitimos 
lo mismo a los trabajadores de ATES, que esto debe involucrar a docentes y no docentes, y que 
tomamos la etapa de Primaria como una acumulación hacia un objetivo: que todo el sistema educativo 
uruguayo obtenga eso. Sin embargo, es un tema que necesariamente tendrá que agendar la Comisión. 


SEÑOR BARCELÓ.- Con respecto a la reforma educativa en el ciclo básico iniciada en 1996 y la 
reforma que comenzó en el bachillerato este año, queremos decir que hemos conocido las publicaciones 
y las investigaciones, por un lado, de la ANEP con la UNESCO y, por otro, el trabajo del MEMFOD 
sobre mejoramiento curricular del Plan 96. De la lectura y del análisis de ambos trabajos surgen 
claramente los obstáculos y objeciones de los cuerpos docentes y académicos que estudian toda esta 
situación con respecto a las situaciones más problemáticas que el sindicato planteó desde el inicio de 
esta reforma educativa. Me refiero a todo lo que tiene que ver con la enseñanza por áreas, como así 
también al modo de gestión, por ejemplo, la enseñanza de informática y la profesionalización docente. 


En ese sentido y en base a las conclusiones del MEMFOD, queremos remitirnos al Acta N* 33, Resolución 
N* 68 del CODICEN, de la ANEP, donde se establece que se integran los distintos equipos técnicos para el 
estudio de todos esos nudos problemáticos que mencionamos anteriormente. 


Entonces, queremos decir que mientras el sindicato no fue escuchado en todo lo que tuvo que ver con la 
implementación del Plan 96 -ni siquiera en las asambleas técnico-docentes-, hoy, a siete años de la 
imposición del Plan, las autoridades están comenzando a revisar lo que el cuerpo docente manifestó 
sistemáticamente. En ese sentido, nos interesa plantear que si ahora comienza una revisión de ciertos 
aspectos del Plan 96 y los plazos van de noventa a ciento veinte días, sobre todo en el polémico Reglamento 
de Evaluación Estudiantil y Pasaje de Grado, los resultados se estarían viendo hacia fin de año, por lo que 


entendemos que ni el Plan 96 ni la reforma de bachillerato deberían extenderse a ningún centro educativo en 
el 2004 en la medida en que no sabemos cómo se canalizará este proceso, en el que sin duda empezó a darse 
una reformulación de los aspectos curriculares más candentes y significativos del propio plan. Es decir, si 
ahora se está reformulando y revisando el plan en el ciclo básico, entendemos que no se puede seguir 
avanzando hacia el bachillerato cuando los datos que surgen de las encuestas de los propios organismos 
oficiales no arrojan indicadores positivos. 


Es conocida públicamente nuestra oposición a esta reforma, sobre todo a esa extensión que se hizo sin 
haberse evaluado en forma parcial o, por lo menos, trianual. Creemos que ahora existen argumentos 
suficientes, no solo sindicales, sino también de los expertos. Por ejemplo, el trabajo realizado con la 
UNESCO plantea que la mayor oposición que encontraron en el cuerpo docente de Secundaria está 
relacionada con el Plan 96 y que las mayores carencias se encuentran en lo que ha sido la enseñanza por áreas 
porque -aquí se introduce lo que se da en llamar ahora el factor docente- se atribuye el fracaso en los niveles 
de egreso y de universalización de la matrícula en el ciclo básico al cuerpo docente, cuando siempre dijimos 
que este no había sido formado para dar enseñanza por áreas. Por lo tanto, era obvio que si los docentes que 
fueron formados por asignaturas no recibían un perfeccionamiento, el éxito iba a ser muy relativo y 
cortoplacista. 


Entendemos que hoy estamos en un momento como para frenar todo el proceso de extensión de la reforma, 
revisar a fondo y seriamente para luego sí continuar con los procesos del cambio educativo. 


SEÑOR ARREGUL- Quiero saber si encuentran alguna relación entre la no convocatoria a los 
concursos y el cambio de planes que se ha venido dando en Secundaria, a efectos de que no se generen 
situaciones que después se vuelvan en contra de quienes están implementando los cambios 
correspondientes. 


SEÑOR BARCELÓ.- No sé. 
SEÑOR TESTONI.- Quiero saber si FENAPES está de acuerdo con la enseñanza por áreas. 


SEÑOR BARCELÓ.- No, no estamos de acuerdo, por una concepción curricular y educativa que creo 
no tendría tiempo de explicar aquí. 


Insistentemente hemos manifestado que la formación del cuerpo docente para la educación media tampoco 
está planteada para enseñar por áreas, lo que generó que cada docente terminara dictando su asignatura 
porque su formación es por disciplina. Nos parece que esta actitud es responsable porque si un docente es de 
historia no puede dar clases de geografía porque no está formado para ello. 


Con respecto a la situación presupuestal sabemos que estuvieron presentes en esta Comisión los trabajadores 
no docentes de Secundaria y queremos decir que nos hacemos eco de sus planteos porque también 
vivenciamos la cotidianeidad en los liceos. Además, queremos decir que tenemos enormes carencias a nivel 
de docencia indirecta en cargos de ayudantes preparadores de laboratorio, sobre todo de adscriptos que son 
un bastión en el sostén cotidiano de todos los turnos liceales. Existen grandes carencias en ese sentido y 
sabemos que hay partidas presupuestales, pero esos cargos y esas vacantes no se llenan. Insistimos en que 
nos preocupa especialmente la carencia de adscriptos, más allá de la situación presupuestal sobre la que 
podríamos estar discutiendo durante días. 


Además, queremos hacer énfasis en la situación de violencia que se está viviendo en el entorno de los liceos 
que se ve agravada por la carencia del servicio 222. Hemos entregado un trabajo en el que se abordan estas 
situaciones que se viven en los liceos de Montevideo. 


Los recortes presupuestales han obligado a suspender esa vigilancia del servicio 222, lo que ha generado en 
el entorno liceal, sobre todo en el ciclo básico, ciertas situaciones como por ejemplo el robo de camperas o de 
mochilas; son cosas bastante desagradables que se dan en el marco de un contexto socioeconómico muy 
crítico. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia de los representantes de FENAPES. 


(Se retira de Sala la delegación de FENAPES) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios de la Universidad del Trabajo del Uruguay) 


——La Comisión tiene el agrado de recibir a la delegación de AFUTU, integrada por su Presidente, el 
señor Osvaldo Fernández; por lo señores Carlos Segundo y Daniel Carbajal, y por el asesor, doctor 
Pablo Chargoñia. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Agradecemos que nos hayan recibido. 


Venimos a plantear un tema muy puntual que es la situación de los docentes interinos en la Universidad del 
Trabajo del Uruguay. Este tema nos tiene muy preocupados porque estamos hablando de un 70% de 
compañeros que están en esta situación; año a año peligra su fuente de trabajo, de acuerdo con cómo se dé la 
cantidad de horas de cada asignatura. 


Voy a ser breve porque hay compañeros que van a abundar en muchos detalles que hacen al tema. Queremos 
dejar claro que desde la fundación de nuestro sindicato siempre hemos tratado de que los concursos se 
llevaran adelante para resolver esta situación. Lamentablemente, esto no se ha hecho así; si bien en algunas 
áreas se han realizado concursos, no se ha podido lograr en la totalidad. Y si bien estamos de acuerdo con los 
concursos, a más de veinte años estos no han logrado resolver esta situación. Por lo tanto, venimos a solicitar 
una solución legislativa. 


La Universidad del Trabajo del Uruguay tiene un perfil muy especial: tiene más de ciento ochenta 
especialidades en las que no existe la formación docente. Voy a dar algún ejemplo de esto último. Existen 
cursos de chapa y pintura, pero no hay formación docente al respecto. Lo mismo sucede con los cursos de 
joyería y de talabartería. Hay una cantidad de cursos que por el perfil de la Universidad del Trabajo del 
Uruguay no están resueltos a través de los institutos de formación docente. Es por eso que, dada la situación 
especial que tenemos, buscamos de una vez por todas resolver este problema. 


Tenemos mucho más de tres mil docentes en esta situación; compañeros con veintinueve años de trabajo que 
están siendo perjudicados de muchas maneras. Me gustaría que el doctor Chargoñia hiciera uso de la palabra 
y profundizara en este aspecto. 


SEÑOR CHARGONÑIA.- No venimos a plantear un problema nuevo, ya lo hicimos en el pasado y tuvo 
una solución legislativa. En la documentación que entregamos constan antecedentes legislativos del 
caso: concretamente, en el artículo 410 de la Ley N” 14.106, de marzo de 1973. El tema que estamos 
planteando, es decir, el precariato o interinato que se extiende durante diez, quince, veinte años o 
durante toda la carrera de un funcionario docente, fue resuelto legislativamente. La solución legislativa 
pasó por transformar a estos funcionarios que son necesarios al servicio, tan necesarios que el ente los 
reclama y los requiere año a año -además, tienen evaluación favorable por el propio ente con 
calificaciones de bueno, muy bueno a excelente-, a la calidad de efectivos en el cargo. 


Desde el punto de vista jurídico, nosotros nos apoyamos en el criterio que maneja el constitucionalista 
Cassinelli Muñoz, y que comparte el doctor Sayagués Laso, cuando trata los casos de funcionarios precarios. 
Un funcionario precario o interino solo se justifica por la continuidad administrativa y por la urgencia de 
llenar una vacante. Se es precario o interino entretanto se organiza un concurso para proveer en efectividad el 
cargo. Pero tanto Cassinelli Muñoz como Sayagués Laso dicen que si la situación se mantiene y el precariato 
se extiende más allá del tiempo necesario para organizar un concurso, entonces, se está disfrazando a un 
funcionario que es de carrera, que es necesario para el servicio, con el ropaje del interinato o de la 
precariedad. Esto significa que la situación de ese funcionario público no se compadece con la realidad. 


El ente -ANEP, en este caso- estaría manteniendo una situación que para los juristas citados es de 
ilegitimidad, de ilicitud, porque siendo un funcionario de carrera, debería reconocérsele el pasaje de grado, la 
posibilidad de acceder a cargos jerárquicos y su situación. 


El funcionario interino permanece durante cinco, diez, quince, veinte o veinticinco años en el grado cero 
porque no tiene derecho a pasaje de grado cuatrienal, como sí lo tienen los funcionarios efectivos. No tiene 


chance de concursar a cargos jerárquicos de inspección o dirección por excelente que sea, porque 
estatutariamente esa chance solo se prevé para el funcionario efectivo. 


De modo que la realidad muestra que el 70% de los funcionarios docentes de la UTU dedican sus mejores 
esfuerzos, año a año, a la institución, son calificados favorablemente por esta, pero no se les reconoce el 
derecho a la carrera, derecho establecido en la Constitución de la República. Se trata, además, de un derecho 
que supone la posibilidad de ascender en el grado y de llegar a cargos jerárquicos. 


De manera que lo que se viene a solicitar aquí, como sindicato, y en vista de que hay anteproyectos de ley en 
ambas Cámaras, es, precisamente, que la realidad se compadezca con el estatus jurídico. Este 70% de 
funcionarios docentes son funcionarios de carrera materialmente hablando y se los debe considerar desde el 
punto de vista jurídico formal como docentes efectivos, no precarios. 


Esta solución legislativa que nosotros proponemos, básicamente se apoya en aquella norma de marzo de 1973 
que se compadece perfectamente con el artículo 204 de la Constitución de la República que establece que el 
estatuto material de los funcionarios docentes tiene su fuente tanto en un acto reglamentario del CODICEN 
como en las potestades del propio Parlamento. En su segundo inciso, el artículo citado establece que dichos 
consejos establecerán el estatuto de sus funcionarios, de conformidad con las bases contenidas en los 
artículos 58 a 61 y con las reglas fundamentales que establezca la ley, respetando la especialización del ente. 
Lo que se viene a promover es esa ley que menciona el artículo 204, a fin de que permita resolver -ya que el 
ente ANEP no lo ha resuelto durante años y años- un tema que está generando un enorme problema para 
miles de funcionarios. Esa ley respeta la especialización del ente educacional porque no es un tema de ANEP 
sino un típico tema de reglas fundamentales de la función pública. Que el legislador resuelva el tema del 
precariato efectivizando a los docentes interinos significará una solución legislativa que se compadece 
perfectamente con la Constitución de la República, de modo que no podría haber ninguna tacha de 
inconstitucionalidad. 


Además, digo que la Suprema Corte de Justicia ya tuvo oportunidad de tratar este tema que estoy planteando 
cuando ANEP cuestionó la constitucionalidad de ese antecedente que está en el documento, es decir, el 
artículo 410 de la Ley N* 14.106, y concluyó que no había ninguna contradicción entre la ley y lo que la 
Constitución dice, en base a esta interpretación que acabamos de hacer del artículo 204. 


Aquí se ha planteado un problema personal de los funcionarios docentes que temen al desempleo y que se 
sienten agraviados porque el principio de "a igual tarea, igual remuneración" no se verifica, ya que cobran 
menos por exactamente la misma función. Además, se sienten agraviados porque, siendo calificados como 
excelentes o muy buenos por la institución, no tienen chance de llegar a cargos jerárquicos ni de moverse del 
Grado 0, es decir, que no tienen respetado su derecho a la carrera docente. 


SEÑOR CARBAJAL.- Quiero ampliar lo que el doctor Chargoñia decía sobre los perjuicios que tiene 
el interino durante años en la institución. Hemos tenido compañeros con una carrera funcional de más 
de veinte años que han fallecido siendo interinos. También hemos tenido compañeros con más de 
treinta años de trabajo que se han jubilado como interinos. Queremos destacar la permanente 
inestabilidad que tenemos en la institución. En los meses de febrero recrudece la situación de 
inestabilidad, ya que no sabemos si ese año vamos a tener trabajo o no. El hecho de no tener horas 
significa quedar en la calle sin ningún tipo de seguro. Estudios hechos por el mismo CODICEN marcan 
que en el segundo punto en cuanto a asistencia médica, están los problemas psíquicos. Este es uno de 
los elementos que contribuyen a la inestabilidad psíquica de nuestros docentes, debido a que no ven 
claro su futuro. 


Quiero hacer referencia a dos temas que el señor Presidente del CODICEN, licenciado Bonilla, planteó sobre 
la UTU en su comparecencia en la Comisión el día 11 de junio de 2003. Manifestó: "[...] en UTU se han 
venido llevando a cabo, de manera sistemática -me interesa destacarlo-, desde el año 1991 hasta el 2001, 
concursos tanto por asignaturas como por cargos básicos. Estamos hablando del orden de unos ochenta 
concursos en donde los docentes interinos tuvieron la oportunidad de presentarse". 


Esto que plantea el señor Presidente del CODICEN es una verdad a medias. Si bien es cierto que se han 
desarrollado desde el año 1991 a 2001 setenta y siete llamados a concurso, dentro de esos están los llamados 


para Director y Subdirector, para Inspección y Adscripto. Cabe destacar que hubo seis llamados seguidos 
dentro de ese tiempo para llenar el cargo de Director. 


En cuanto a materias, en la UTU hay más de 180 asignaturas y solo se hicieron llamados para 24 desde 1991 
hasta 2001. De esas 24 materias, la gran mayoría de los llamados fue para cargos de interinos egresados. Por 
lo tanto, el interino no egresado no ha tenido la oportunidad de acceder a ese concurso para lograr la 
efectividad. 


El otro tema que quería tocar tiene que ver con lo siguiente. Él manifestó: "Por resolución del 24 de abril el 
CODICEN instó a los dos Consejos Desconcentrados, a UTU y a Secundaria, a poner en marcha sendos 
concursos, a nivel nacional, para profesores interinos para que estos pudiesen obtener la efectividad y se 
están elaborando las bases del mismo; esperamos en un plazo prudencial poder ofrecer esta opción. Creo que 
estas son las grandes líneas del planteo". Esto lo plantea dentro de un marco donde restaba trascendencia al 
tema de los interinos y decía que había una carga horaria que permitía que estos tuvieran sus horas, dejando 
de lado la carrera funcional. 


Como respuesta a esto podemos mencionar lo aprobado por el Consejo de Educación Técnico Profesional el 
día 14 de agosto de 2003. Me refiero al informe presentado por la representante del Consejo en la Comisión 
que se formó en el CODICEN para tratar el tema de los concursos. Dicho informe fue aprobado por el 
Consejo de Educación Técnico Profesional, como toda la documentación lo hace saber. Lo medular del 
informe de la Inspectora Ana Acosta, que es la Directora del Programa Gestión de Recursos Humanos que 
integraba la Comisión del CODICEN, es lo siguiente: "Dicho informe fue elevado por el Consejo a 
CODICEN.- Las restricciones presupuestales que se han registrado a partir del pasado año, no nos han 
permitido encarar la política generalizada de concursos que nos habíamos propuesto, por la imposibilidad de 
asumir el aumento presupuestal que insumiría la operativa de los concursos (retribución de tribunales, 
pasajes, viáticos, materiales fungibles, de taller y de laboratorio), como así tampoco el incremento del Rubro 
0 (retribuciones personales), resultante de la efectivización de los interinos". Esto es la prueba concreta de 
que si en más de veinte años no han regularizado la situación, menos lo van a hacer después de esta 
resolución, en la que están negando la realización de los concursos. Esto nos reafirma en nuestro planteo de 
que hoy, ante el incumplimiento de parte del CODICEN y de los Consejos Desconcentrados de la 
regularización por concurso, nos volcamos cien por ciento a la solución de esta problemática a través de una 
solución legislativa por medio de un proyecto de ley. 


SEÑOR TESTONL.- Quisiera saber si hay docentes capacitados o habilitados como para conformar 
todos los tribunales correspondientes para hacer llamados a concurso o para la regularización de la 
situación. 


También quisiera saber cuánta plata se necesita para conformar esos tribunales, porque no me parece que sea 
una suma tan disparatada. 


SEÑORA CASTRO.- El trabajo docente del Consejo de Educación Técnico Profesional tiene una 
particularidad dentro de ANEP. Me parece que hay distintas variables que están determinando el 
universo que propondrían para la regularización. Por un lado, están aquellos docentes para quienes se 
carece de un instituto de formación docente que los prepare. Aquí se pusieron los ejemplos de joyería, 
etcétera; podríamos nombrar muchísimos más. Esa sería una franja. Otra franja tiene que ver con los 
tiempos que hace que se convocó a concurso. En el caso de existencia de institutos de formación 
docente -el antiguo INET, que no sé si llamarlo difunto o desaparecido-, no hay una convocatoria 
reciente. Estaríamos midiendo un problema de plazos. La tercera variable a considerar podrían ser los 
docentes correspondientes a asignaturas que preparan otros institutos, sin ser el Instituto Normal 
Técnico, como por ejemplo, en matemáticas o en lenguas. 


Como de la lectura del proyecto no me quedó claro, quiero saber cuál es la expectativa del sindicato como 
tal. El artículo 1% comienza diciendo que se declara efectivos a los funcionarios tales y cuales. ¿Se están 
refiriendo al universo total de los funcionarios docentes interinos o suplentes con hasta cinco años continuos 
o discontinuos -tal como está planteado-, o tienen la expectativa de que se haga una diferenciación a la 
interna? 


SEÑOR MAHÍA.- ¿Cuando hablan de apoyar la vía legislativa se refieren a apoyar su propuesta o, en 
conocimiento de las que están presentadas, también están de acuerdo con ellas? 


En líneas generales comparto el análisis que hace la señora Diputada Castro. Entiendo que el universo de 
trabajo de UTU es sustancialmente diferente, en algunas áreas, a Secundaria, por su especialización y porque 
en muchos casos no hay formación terciaria. En esos casos habría que hacer un análisis particular. 


En lo personal -no hablo en nombre de mi fuerza ni de mi sector- no soy partidario de las vías legislativas, de 
soluciones generales que abarquen "tutti quanti". Si leen la versión taquigráfica verán que fundamenté esto 
con otras delegaciones, y por eso no me voy a extender ahora. Creemos muy justo el reclamo laboral de la 
situación de presión que sienten cada año los docentes interinos, egresados o no, en cuanto a su estabilidad 
futura, y a que de hecho tienen una carrera de muchos años. Pero reitero que no comparto la vía legislativa. 


Mi pregunta es si apoyan exclusivamente su propia iniciativa o se sienten comprendidos en las otras que han 
sido presentadas. 


SEÑOR ARREGUI.- Hemos sido informados de que a nivel de UTU -no digo que sea el 
pronunciamiento de AFUTU- se ha manejado otra posibilidad, que sería la de separar la estabilidad en 
el cargo y la efectividad como docente; se aseguraría una unidad horaria, una determinada cantidad 
de horas, pero no implicaría el acceso en efectividad a la asignatura, para lo cual se sigue manteniendo 
el instituto del concurso. En ese caso, ¿qué postura tienen frente al tema? 


SEÑOR SEGUNDO.- En cuanto al costo, según los datos que nos dio el Consejo Técnico Profesional a 
través de la profesora Ana Costa, serían alrededor de $ 10:000.000, que sería alrededor de un 2,3% o 
un 3% del presupuesto general que maneja UTU o el Consejo Técnico Profesional. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Con respecto a si es posible integrar los tribunales, creemos que sí. La UTU es 
una institución que tiene más de cien años, con carreras que tienen una trayectoria antigua, y hay 
muchas generaciones de docentes. Por tanto, habiendo voluntad, se puede hacer perfectamente. 


SEÑOR SEGUNDO.- Quiero referirme a lo que es la UTU con respecto a los demás Consejos o 
sistemas. 


La UTU tiene la particularidad de que muchos de nuestros docentes no han sido formados en institutos de 
formación docente pero tienen treinta o cuarenta años de labor en talleres particulares como joyería, 
lapidación, etcétera. Esa es la particularidad que queremos dejar de manifiesto hoy. También estamos viendo 
irregularidades con aquellos docentes que han tenido formación en los institutos de formación docente. En el 
caso del IPA, se nos está presentando una problemática en el interior con los nuevos institutos, porque quedan 
relegados docentes que trabajan desde hace veinte o veinticinco años, e inclusive algunos están a punto de 
jubilarse. Tenemos un caso de una persona que se jubilaba y este año no pudo tomar horas, por lo que hubo 
que hacer una excepción. 


Si miramos la educación en forma global, no logramos captar cuál es la particularidad que tiene nuestro 
Consejo, en este caso la UTU. 


SEÑOR CARBAJAL.- Nuestro planteo es buscar una solución al tema. No nos ponemos la camiseta 
cien por ciento en defensa de nuestro proyecto, que hace más de cinco años venimos manejando y lo 
hemos presentado en otros períodos. Conocemos las nuevas propuestas y estamos de acuerdo en buscar 
algo intermedio. No nos cerramos en una defensa férrea de lo nuestro. 


En cuanto a la estabilidad laboral, tampoco nos negamos. Como sindicato la hemos pedido en más de una 
oportunidad, pero consideramos que soluciona la situación parcialmente. Soluciona la permanencia en la 
institución, pero no sabemos haciendo qué. Si no hay horas docentes y se maneja tener a una persona en la 
institución con una determinada carga horaria, puede terminar barriendo los pasillos. Profesionalmente, al 
docente no se le da un beneplácito por su carrera. Tampoco se soluciona el tema de la carrera funcional. El 
docente necesita no solo la estabilidad sino también ser considerado efectivo para poder mejorar y tener 
derecho a concursar para coordinador, director o inspector, lo que hoy nos está vedado a los interinos. 


En definitiva, la estabilidad no solucionaría totalmente el tema. No nos negamos a ella, pero queremos una 
rápida solución al tema de la efectividad. 


La señora Diputada Castro preguntaba sobre el tema de los concursos. 
SEÑORA CASTRO.- Pregunté si la efectivización era para la totalidad del universo. 


SEÑOR CARBAJAL.- Estamos planteando que sí, sin desconocer que hay 24 asignaturas que han 
tenido sus posibilidades. Las que han sido convocadas son aquellas que han tenido en su gran mayoría 
-salvo dos o tres- formación docente. Hablamos de arte culinario, biología, carpintería, construcción, 
etcétera, y podemos seguir con historia, geografía, idioma español, literatura, matemática, mecánica, 
química. Son materias que tienen formación docente, pero la gran mayoría no la tiene. 


SEÑOR MAHÍA.- Les solicitamos que dejen información a la Comisión con respecto a este tema, 
porque una de las contradicciones fuertes está entre la enorme cantidad de estudiantes de distintas 
edades que estudian en los centros de formación docente legales -CERP, IPA y demás- y el gran 
número de profesores no egresados que tienen diez, quince o más años en el sistema y vienen 
trabajando. Pero hay una franja -no sé si era a lo que apuntaba la señora Diputada Castro- de 
formación curricular en la UTU que no tiene correlato con formación terciaria. Si la tienen detallada, 
les pedimos que la dejen, porque ese caso tiene un signo bien distinto en tanto no hay que tener en 
cuenta el desplazamiento de personas con expectativa de ingresar al sistema, puesto que no existe 
formación terciaria al respecto. 


SEÑOR SILVEIRA.- Quisiera saber cómo han canalizado este proyecto, es decir, si ya lo han hecho o 
lo pensaban hacer a través de algún legislador, para integrarlo al trabajo de la Cámara. Hago esta 
pregunta porque ahora dicen que el proyecto hace años anda en la vuelta. 


SEÑOR CARBAJAL.- No hay problema en dejarles la documentación que tenemos, inclusive las 
resoluciones del Consejo donde se marca que no va a haber llamado a concurso de ningún tipo. Quizá 
por desconocimiento no hemos recorrido la vía legal, pero reitero que no tenemos la camiseta puesta en 
nuestro proyecto, porque seguramente mucho de lo que planteamos se verá reflejado en otros 
proyectos presentados. Lo nuevo que estaría planteado es la argumentación. Entonces, veríamos si lo 
presentamos a través de algún legislador. 


Ya estuvimos en el Senado, donde hay otro proyecto del Senador Correa Freitas, que habla solo de docentes 
de Secundaria. En la entrevista acotamos que consideramos que ahí estaba faltando dejar a texto expreso que 
también involucraba a los docentes de UTU, porque aparentemente ese era el espíritu pero no había quedado 
plasmado en la redacción. 


Otra situación tiene que ver con la cantidad de asignaturas que han tenido formación y que no han podido 
participar. Esto se ve agravado con las últimas reformas que han ocurrido, principalmente en el Ciclo Básico, 
donde se han creado nuevas materias. Lo que era anteriormente Iniciación a la Tecnología, por ejemplo, es 
una asignatura que se nutrió de docentes de Electricidad, de Mecánica, de Carpintería y hasta de Nutrición, 
que han tenido formación docente, pero como es una nueva materia no se los considera con egreso. Lo 
mismo ocurre con Electromecánica, otra asignatura del Ciclo Básico que se nutre de docentes de Mecánica y 
Electricidad. Como no hay una formación específica, todo el escalafón -aun teniendo formación docente y 
siendo efectivos en la asignatura Mecánica- es interino en Electromecánica. O sea que no se reconoce la 
efectividad de la otra asignatura madre para la nueva. Así podríamos hablar de las áreas del Ciclo Básico. 


Toda esta situación hace mucho más complejo el panorama de la UTU con relación a Secundaria y mucho 
más con respecto a Primaria. Por eso requerimos un análisis más específico de la situación para buscar la 
solución lo más rápido posible. La situación es tan crítica, que por más que se plantee que cada vez hay más 
horas, la realidad nos muestra que hay nuevos ingresos que van desplazando a los docentes de años en la 
institución. En cursos nuevos, como los de Bachillerato Tecnológico, se ha dado el ingreso de profesionales 
universitarios que no tienen formación docente y han ido ocupando los lugares de los docentes de la UTU. 
Inclusive, a esos docentes universitarios se les está dando cursos de formación docente del tronco común, 
cosa que hemos reclamado también para nosotros, los interinos de la UTU, y no se nos han dado. Hemos 


pedido, sin dejar de trabajar, tomar cursos básicos, y no lo hemos logrado. Hoy se les está dando cursos de 
cuatro meses a los profesionales universitarios, lo que les da otra categoría de titulados. 


SEÑOR MAHÍA.- Se está haciendo referencia a esos cursos de cuatro meses, que otorgan título 
universitario y en los que se daría una formación pedagógica y didáctica. 


SEÑOR CHARGOÑIA.- Sobre el ámbito subjetivo de aplicación de nuestro anteproyecto de ley, que 
era una de las preguntas que formuló la señora Diputada Castro, quiero decir que sí hay algunos 
criterios de delimitación. De hecho, siguiendo el antecedente de la Ley_N” 14.106, hay dos criterios: la 
antigúedad y la calificación. De modo que se están utilizando criterios de delimitación del universo al 
que nos estamos refiriendo con la efectivización, sin perjuicio de que se puedan usar otros, como los 
que aquí se han manejado; por ejemplo, existe la posibilidad de que se haga referencia a asignaturas en 
las que no haya egresados. 


Como decía el señor Carbajal, lo que importa es una solución legislativa, más allá de los detalles que pueda 
adoptar. Importa la solución; la forma de la solución podrá ser objeto de análisis, pero esos antecedentes lo 
que marcan como criterio es, precisamente, la antigúedad y el mérito, la antigúedad calificada, que es el 
criterio histórico tradicional de la función pública del Estado uruguayo. No se pretende la efectivización de 
todos los funcionarios docentes interinos, sino de aquellos que puedan acreditar determinada antigúedad - 
podrá ser esa u otra- y calificación, que podrá ser la que se señala en nuestro anteproyecto de ley o alguna 
otra. Pero es esencial que haya una solución legislativa al problema de fondo que se está planteando. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos a la delegación que haya concurrido a esta reunión de trabajo 
de la Comisión. Tenemos mucho material para avanzar sobre el tema. Por supuesto, vamos a estar en 
contacto a efectos de que conozcan los avances que la Comisión haga con respecto al tema que hoy nos 
ocupó. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


